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Acta No. 467 del 8 de septiembre de 2017


Expediente No. 66088-31-89-001-2017-00087-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el apoderado de la señora María Ruby Palacio Arcila frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 19 de julio último, en la acción de tutela que instauró contra el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, a la que fueron vinculados el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de esa localidad y la señora Luz Amparo Henao Restrepo.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría se tramita proceso ejecutivo singular, promovido por María Ruby Palacio Arcila contra Luz Amparo Henao Restrepo.  
1.2 En esa actuación se decretó como medida cautelar, el embargo de los remanentes que le pudieran quedar a la demandada en el proceso que le adelanta en el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, la señora María Oliva Patiño y mediante sentencia del 28 de mayo de 2010 se ordenó continuar con la ejecución. En esta última providencia, además, se indicó que aquella medida continuaba vigente.
1.3 Mediante oficio No. 161, el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría informó al despacho accionado que, en virtud de la citada medida cautelar, se encontraban disponibles unos remanentes de aquel proceso.
1.4 El juzgado demandado libró oficio No. 140 de 2 de marzo de este año, en el que ordenó que a partir de esa fecha los descuentos realizados al salario de la ejecutada se pusieran a disposición de ese despacho y fueran consignados por el pagador, Secretaría de Hacienda de Belén de Umbría, en el Banco Agrario. 
1.5 Ese mismo juzgado, por auto del 6 de junio siguiente, declaró que desde el 17 de agosto de 2016 se había decretado el desistimiento tácito del proceso y que “por lo tanto no acogían los remanentes para ese proceso”. 
1.6 Al declarar ese desistimiento tácito del proceso se  incurrió en error porque en este caso existe una medida cautelar vigente y porque luego de proferida la sentencia, ningún acto procesal se encontraba pendiente; solo se debía esperar a que se produjeran las decisiones que pudieran beneficiar a la ejecutante, en concreto las que pusieran a disposición los remanentes del otro proceso adelantado contra la ejecutada, el cual terminó por pago de lo debido y como la citada señora sigue siendo empleada de la Alcaldía Municipal de Belén de Umbría, la medida cautelar se debía trasladar al proceso que tramita el juzgado accionado. Por tanto, este no se encontraba inactivo. 

1.7  Elevó petición al juzgado accionado para que revocara dicha decisión. Sin embargo, a ello se negó y “se dijo que se declaraba vigente el auto del 06 (sic) de junio de 2017”. Lo anterior, reitera, a pesar de que el proceso, luego del pronunciamiento de la sentencia del 28 de mayo de 2010, quedaba a la espera de que se produjera la entrega de los citados remanentes los cuales “realmente llegaron según el oficio 0161 de 2013”.
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso. Para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado: a) dejar sin efecto los autos del 17 de agosto de 2016 y del 6 de junio de 2017; b) acoger los citados remanentes y c) que los títulos expedidos o por emitirse “se le vallan (sic) entregando en la medida de lo posible”.   
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 6 de julio último se admitió la demanda, se ordenó al juzgado accionado, como medida provisional, abstenerse de emitir “orden contraria sobre los remanentes a favor de la señora María Ruby Palacio Arcila dentro del proceso radicado bajo el número 2006-00096” y se vinculó al Juez Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría. Con posterioridad se dispuso hacer lo mismo respecto de la señora Luz Amparo Henao Restrepo.
2. Solamente se pronunció el señor Juez Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría. Expresó que la actuación que adelantó en el proceso radicado 2006-00092, se sujetó a las  normas del Código General del Proceso. Respecto a lo ordenado por el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de esa localidad, sobre que los remanentes dejados en ese proceso quedaran a disposición del despacho a su cargo, dijo que ello implicaría incertidumbre en relación con el destino de los mismos y de los títulos judiciales respectivos y que por tanto, es el juzgado accionado al que corresponde levantar esa medida ya que la terminación del proceso objeto del amparo no fue puesta en su conocimiento.   
3. Mediante sentencia del pasado 19 de julio, la funcionaria de primera instancia declaró improcedente el amparo solicitado.
Para decidir así, estimó, luego de citar jurisprudencia que consideró aplicable al caso, que se incumplen los presupuestos de subsidiariedad e inmediatez ya que el auto por medio del cual se declaró el desistimiento tácito del proceso ejecutivo en el que encuentra la accionante lesionado sus derechos, no fue objeto de ningún recurso y se dictó hace más de nueve meses, es decir que se superó con creces el término razonable para acudir a este medio excepcional. 
4. Inconforme con el fallo el apoderado de la demandante lo impugnó sin sustentar los motivos de su disenso.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar, en primer lugar, si en este caso se satisfacen los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, frente a las providencias por medio de las cuales el juzgado accionado decretó el desistimiento tácito del proceso ejecutivo instaurado por la actora y se abstuvo de recibir los remanentes puestos a su disposición, por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría; de serlo, se analizará si en ellas se incurrió en defecto que justifique conceder el amparo reclamado.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. La Sala empezará por pronunciarse sobre la vulneración atribuida al juzgado accionado por declarar el desistimiento tácito del proceso objeto de la acción constitucional.  
De conformidad con la inspección judicial realizada por la funcionaria de primera instancia, esa providencia la dictó el juzgado accionado el 17 de agosto de 2016 y en ella se decidió terminar el proceso por tal razón, teniendo en cuenta la inactividad del mismo por un lapso superior a dos años, se ordenó el levantamiento de las medidas cautelares, el desglose de los documentos aportados con la demanda y el archivo del caso
.
4.1 De acuerdo con la primera jurisprudencia transcrita uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio.

El precedente de la Corte Constitucional ha enseñado que la solicitud de amparo debe elevarse en un plazo razonable, oportuno y justo, conforme a las condiciones de cada caso y ha precisado que la inexistencia de un término de caducidad no implica que la tutela pueda instaurarse en cualquier tiempo. Así, ha dicho:

“20.  Esta Corporación ha resaltado que de conformidad con el artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela puede interponerse “en todo momento” porque no tiene término de caducidad
. Sin embargo, la jurisprudencia ha exigido “una correlación temporal entre la solicitud de tutela y el hecho judicial vulnerador de los derechos fundamentales”
.

Lo anterior ocurre porque se trata de un mecanismo judicial que tiene como finalidad conjurar situaciones urgentes, que requieren de la actuación rápida de los jueces. Por ende, cuando la acción se presenta mucho tiempo después de la acción u omisión que se alega como violatoria de derechos, se desvirtúa su carácter apremiante.

…

Particularmente, tratándose de tutela contra providencias judiciales, el presupuesto de inmediatez se funda en el respeto por los principios de seguridad jurídica y cosa juzgada. Tal y como lo expuso esta Corte en la sentencia C-590 de 2005, la tutela debe interponerse en un lapso razonable, pues de lo contrario, existiría incertidumbre sobre los efectos de todas las decisiones judiciales.

En este sentido, si dicho requisito se abordara con laxitud, la firmeza de las decisiones judiciales estaría siempre a la espera de una controversia constitucional
. Así pues, se anularía la seguridad jurídica, pues los efectos de una decisión podrían ser interrumpidos en cualquier momento a través de esta acción. Por consiguiente, la Corte ha establecido que el estudio de este presupuesto de procedencia de la tutela contra providencias judiciales debe ser más exigente, pues su firmeza no puede mantenerse en vilo indefinidamente
”.
. 

En el caso concreto, pretende la accionante se deje sin efectos el auto de 17 de agosto de 2016 mediante el cual el juzgado demandado decidió declarar el desistimiento tácito del proceso ejecutivo que promovió contra la señora Luz Amparo Henao, ya que allí no se tuvo en cuenta que debido a la vigencia de las medidas previas decretadas, el proceso se encontraba activo y que no hacía falta que le diera impulso pues se estaba a la espera de las resultas del embargo de remanentes ordenado. 
Sin embargo, la demandante solo el 6 de julio de este año solicitó protección constitucional
. Es decir, que transcurrieron aproximadamente once meses desde cuando se dictó aquella providencia, en la que encuentra la actora lesionados sus derechos, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo y no se evidencia la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla. 

En conclusión, no se satisface el presupuesto de la inmediatez.

4.2 Tampoco el de subsidiaridad. En efecto, para que proceda el amparo constitucional frente a decisiones judiciales es menester que el supuesto afectado haya agotado los mecanismos de defensa disponibles. Por lo tanto, debe acreditar que desplegó todos aquellos que le ofrece el ordenamiento jurídico para la defensa de los derechos que considera vulnerados, porque de no ser así perdería la tutela su característica de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual para convertirse en uno de protección alternativo o principal. Así lo ha explicado la jurisprudencia de la Corte Constitucional
:

“El tercer inciso del artículo 86 constitucional establece que la tutela “sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. A partir de esto, se ha dicho que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, en la medida que su procedencia se encuentra sometida al agotamiento de los medios ordinarios y extraordinarios de defensa con los que cuenta el accionante o a la demostración de su inexistencia.

 

Dentro de la misma línea, la Corte ha señalado que la acción de tutela es también complementaria de los procedimientos ordinarios, ya que es, en esencia, un mecanismo judicial de origen constitucional de evidente carácter residual que está previsto para asegurar la tutela efectiva y sustancial de los derechos constitucionales fundamentales, y, por ello, sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial.

 

Este principio reafirma que la acción de tutela exige el agotamiento del medio ordinario de defensa, pues ésta acción no fue pensada ni diseñada para suplir los procedimientos ordinarios ni mucho menos para enmendar los errores o descuidos de las partes en el proceso. Dentro de esa comprensión: “la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que la acción de tutela es improcedente cuando con ella se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo
”
 

En igual sentido, la Corte Constitucional, en sentencia T-753 de 2006 señaló que:

 

“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se ha sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.”
No es posible por tanto acudir a la tutela como mecanismo principal de defensa judicial, ni resulta factible emplearla como medio alternativo de los ordinarios o extraordinarios previstos por el legislador para obtener protección a un derecho, ni para reemplazarlos, salvo, se repite, cuando se pretenda evitar un perjuicio irremediable.

Surge de las pruebas aportadas al expediente y de la inspección judicial
 practicada en primera instancia al proceso objeto del amparo, que la accionante no interpuso recurso alguno contra el auto por medio del cual el juzgado accionado declaró el desistimiento tácito
. Es decir, no empleó los medios ordinarios de protección con que contaban en ese proceso para obtener lo que pretenden sea decidido por vía de tutela.

El juez constitucional no puede desconocer las formas propias de cada juicio y adoptar por este excepcional medio de protección decisiones que han debido ser resueltas en el propio proceso, escenario adecuado previsto por el legislador para ello, por los funcionarios competentes y que no lo fueron por negligencia o descuido de las partes; tampoco replantear una situación que ya se valoró, interpretó y definió por la jurisdicción ordinaria, ni dar a la tutela connotación de un recurso frente a decisiones que se encuentran en firme.

4.3 En conclusión, respecto al auto dictado el 17 de agosto de 2016, el amparo solicitado resulta improcedente porque no se satisfacen los presupuestos de inmediatez y subsidiaridad, tal como lo declaró la funcionaria de primera sede. 

5. En relación con el auto de 6 de junio de este año, mediante el cual el funcionario demandado declaró que era improcedente acoger los remanentes puestos a disposición por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, sí se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) contra esa decisión, de acuerdo con la inspección judicial practicada en primera instancia, se interpuso recurso de reposición, el único que procede al tratarse de un proceso ejecutivo de mínima cuantía
; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
Respecto a los requisitos específicos, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha enseñado que la acción de tutela no es vía alterna para modificar las interpretaciones judiciales que en el marco de su autonomía e independencia hacen los jueces, autorizados por el artículo 230 de la Constitución Nacional, a no ser que en su ejercicio se configure una vía de hecho. 

“…Frente a las interpretaciones que realizan las diferentes autoridades judiciales en sus providencias, la intervención del juez constitucional es muy limitada y excepcional pues se encamina a comprobar que la actuación es tan arbitraria que ha desbordado el principio de autonomía judicial en perjuicio de los derechos fundamentales de alguna de las partes de la litis. Esta proposición fue desarrollada en la sentencia T-1222 de 2005 en los siguientes términos:

“(...) En este sentido, no sobra indicar que, en todo caso, los jueces civiles son intérpretes autorizados de las normas que integran esta rama del derecho y el juez constitucional no puede oponerles su propia interpretación salvo que se trate de evitar una evidente arbitrariedad o una clara violación de los derechos fundamentales de las partes. En este caso el juez constitucional tiene la carga de demostrar fehacientemente la existencia de una vulneración del derecho constitucional de los derechos fundamentales como condición previa para poder ordenar la revocatoria de la decisión judicial impugnada.

En suma, ante una acción de tutela interpuesta contra una decisión judicial por presunta arbitrariedad en la interpretación del derecho legislado -vía de hecho sustancial por interpretación arbitraria- el juez constitucional debe limitarse exclusivamente a verificar que la interpretación y aplicación del derecho por parte del funcionario judicial no obedezca a su simple voluntad o capricho o que no viole los derechos fundamentales. En otras palabras, no puede el juez de tutela, en principio, definir cuál es la mejor interpretación, la más adecuada o razonable del derecho legislado, pues su función se limita simplemente a garantizar que no exista arbitrariedad y a proteger los derechos fundamentales y no a definir el sentido y alcance de las normas de rango legal.”

Adicionalmente, bajo los mismos parámetros, la sentencia T-1108 de 2003 clasificó el conjunto de situaciones en las cuales es posible engendrar la arbitrariedad de una interpretación y, por tanto, el asomo de un defecto material o sustantivo:

“Así las cosas, y teniendo presente la sentencia T-441 de 2003, la procedibilidad de la tutela contra sentencias judiciales, por razones interpretativas, se limita a una de cuatro situaciones:

a) Se interpreta un precepto legal o constitucional en contravía de los precedentes relevantes en la materia o se aparta, sin aportar suficiente justificación.

b) La interpretación en sí misma resulta absolutamente caprichosa o arbitraria.

c) La interpretación en sí misma resulta contraria al ordenamiento constitucional, es decir, la propia interpretación es inconstitucional.

d) La interpretación, aunque admisible, conduce, en su aplicación, a resultados contrarios a la Constitución, como, por ejemplo, conducir a la violación del debido proceso constitucional.”

Para concluir, en la sentencia bajo cita se insistió en que la interpretación de las disposiciones aplicables a un proceso corresponde de manera exclusiva al juez ordinario. Por ello, recalcó que sólo en las anteriores situaciones, siempre que la anomalía sea plenamente demostrada por el demandante, podrá intervenir el juez constitucional a través de la acción de tutela…”
. 

Están pues los jueces autorizados para interpretar las normas en las que edifican sus decisiones y por ende, el ejercicio de tal facultad no constituye una vía de hecho que justifique la intervención del juez constitucional cuando sus apreciaciones no coinciden con las de las partes, a menos de revelarse arbitrarias, abusivas o caprichosas, en los términos indicados en la jurisprudencia antes transcrita.  
De conformidad con las pruebas documentales incorporadas y la inspección judicial practicada en primera instancia, está acreditado que: a) por auto del 6 de junio pasado, el juzgado accionado declaró que no era procedente acoger los remanentes que habían sido puestos a disposición de ese despacho, por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, en razón a que en el proceso ejecutivo promovido por la accionante se había declarado el desistimiento tácito, mediante proveído del 17 de agosto de 2016 y los citados valores se causaron luego de su ejecutoria
; b) frente a esa decisión, el apoderado de la accionante formuló recurso de reposición y en subsidio apelación en razón a que el proceso no se hallaba inactivo, pues estaba a la espera de que la medida de embargo de remanentes, vigente para ese momento, se perfeccionara por parte el citado Juzgado Segundo Promiscuo Municipal y por tanto ninguna carga procesal debía asumir
 y c) el funcionario demandado resolvió no reponerla, básicamente, porque los argumentos expresados por dicho apoderado se dirigen contra el auto que declaró el desistimiento tácito, el que se encuentra ejecutoriado desde hace más de diez meses, y se abstuvo de conceder el recurso de apelación, por tratarse de un proceso de mínima cuantía, que por ende, es de única instancia
.  
Surge de estas pruebas que el funcionario demandado se abstuvo de recaudar los dineros que por concepto de remanentes le pretendía transferir el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, porque el proceso en que se decretó tal medida de embargo fue terminado por desistimiento tácito antes de que surgieran tales valores. Además que no varió esa decisión, ante el recurso formulado por el apoderado de la actora, ya que los alegatos elevados por este se dirigían concretamente contra la citada declaración del desistimiento, la cual se hallaba en firme.  

Puede entonces decirse que el juez accionado adoptó sus decisiones con fundamento en una interpretación jurídica que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho, sin que por lo tanto se vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.

Pretende la demandante replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de la decisión que le resultó adversa, lo que resulta imposible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar la providencia porque la aquí demandante está en desacuerdo con ella, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de conformidad con el artículo 228 de la Constitución Nacional. 

De acuerdo con lo expuesto, como en este caso no se ha configurado ninguna de las causales específicas que hagan procedente la tutela frente a decisiones judiciales, se debe negar el amparo solicitado contra el referido auto.

7. Por tanto, se confirmará la sentencia impugnada, aunque se adicionará respecto a lo analizado en el punto anterior y en lo relativo al levantamiento de la medida provisional decretada en el auto admisorio de la tutela, temas frente a los cuales el juzgado de primera sede se dejó de pronunciar.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el pasado 19 de julio, en la acción de tutela instaurada por la señora María Ruby Palacio Arcila contra el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, a la que fueron vinculados el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de esa localidad y la señora Luz Amparo Henao Restrepo, y se ADICIONA para negar el amparo respecto al auto de 6 de junio de 2017 y para levantar la medida provisional decretada en el auto admisorio de la tutela.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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